
 SOLICITA ADHESIÓN AL LISTADO DE AMICUS CURIAE 1 

SRES. JUECES DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, 2 

 El Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), representado en este acto por Diego Morales, 3 

Director del Área de Litigio y Defensa Legal, con el patrocinio letrado de Maria Jose Venancio (M.F. 4 

T°138 F°189) abogada del área Tierra, Vivienda y Justicia Económica, constituyendo domicilio 5 

electrónico en 20228877671 con domicilio real en Piedras 547, 1º piso, Cdad. Autónoma de Buenos 6 

Aires, nos dirigimos a la Excma. Corte en el marco de la causa caratulada “COMUNIDAD ABORIGEN 7 

DE SANTUARIO DE TRES POZOS Y OTRAS Y OTROS C/ JUJUY, PROVINCIA DE Y OTROS 8 

Y OTRO S/AMPARO AMBIENTAL”, expediente 002637/2019-00, y decimos: 9 

I. OBJETO 10 

En los términos del artículo 9 de la Acordada 7/2013, venimos a solicitar a V.E., se sirva incluir la causa 11 

de autos de referencia en el listado de causas aptas de presentarse Amigos del Tribunal y convoque a 12 

los interesados en participar, de considerarlo, se convoque a una audiencia pública, en los términos de 13 

la Acordada 30/2007.  14 

II. EL INTERÉS DEL CELS EN LA RESOLUCIÓN DEL PRESENTE CASO 15 

 El CELS es una organización no gubernamental que desde 1979 se dedica a la promoción y protección 16 

de los derechos humanos, el fortalecimiento del sistema democrático y el estado de derecho en 17 

Argentina, incluyendo la defensa de los derechos colectivos de la sociedad argentina y de sectores 18 

específicos como las comunidades campesinas y pueblos indígenas. De igual forma, asume la labor de 19 

vigilar el cumplimiento de las obligaciones de derechos humanos frente a posibles violaciones 20 

provenientes de actores no-estatales y actividades empresarias. 21 

 A nivel regional, el CELS ha presentado denuncias ante la Comisión Interamericana de Derechos 22 

Humanos (en adelante “CIDH”), por la violación por parte del Estado argentino de derechos humanos 23 

de los pueblos indígenas. Recientemente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos falló a 24 



favor de pueblos originarios de Salta en el caso “Comunidades indígenas miembros de la 1 

Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Argentina”, en cual este organismo actuó como 2 

patrocinante de las comunidades. 3 

 El CELS también se ha presentado ante diferentes instancias (provinciales y federales) y en diversas 4 

causas en calidad de amigo del tribunal, en asuntos vinculados a derechos de los pueblos indígenas, por 5 

cuestiones relacionadas con sus derechos al territorio, a la consulta y al medio ambiente. 6 

 Además, el CELS ha desarrollado una importante agenda en materia de derecho ambiental, 7 

acompañando el reclamo de personas afectadas por contaminación por distintas industrias (minera, 8 

agroforestal, etc.), utilizando la investigación, el litigio estratégico, la denuncia ante mecanismos 9 

internacionales de protección de derechos humanos y el impulso de estándares normativos, a fin de 10 

promover la implementación efectiva de los estándares internacionales en materia de protección 11 

ambiental y climática. En efecto, el CELS ha presentado informes sobre el derecho a un ambiente sano 12 

vinculado con los demás derechos fundamentales, por ejemplo en las audiencias convocadas como 13 

proceso participativo previas a la Opinión Consultiva sobre Emergencia Climática y Derechos Humanos 14 

de la CIDH1. El CELS, junto a otras organizaciones académicas y ambientalistas, conforman espacios 15 

de seguimiento de las políticas públicas en materia de ambiente como ser el Observatorio Ambiental y 16 

Climático para la Implementación del Acuerdo de Escazú en Argentina. Además, forma parte del 17 

Cuerpo Colegiado que da seguimiento al cumplimiento de la sentencia en la Causa “Mendoza”2, por la 18 

contaminación ambiental de la Cuenca Matanza-Riachuelo. En abril del 2025, junto a otras 19 

organizaciones, presentamos una denuncia ante la CIDH por este caso3 20 

III. FUNDAMENTOS QUE HACEN AL PRESENTE CASO DE INTERÉS PÚBLICO.  21 

 El caso de marras reviste de un interés fundamental para la protección de los derechos fundamentales 22 

de los pueblos indígenas y los derechos humanos al medio ambiente sano y al agua. La acción impulsada 23 

 
1 Opinión Consultiva 32/2025. CIDH https://corteidh.or.cr/tablas/OC-32-2025/  
2 “MENDOZA Silvia Beatriz y otros c/ ESTADO NACIONAL y otros s/ DAÑOS Y PERJUICIOS (DAÑOS 
DERIVADOS DE LA CONTAMINACION AMBIENTAL DEL RIO MATANZA-RIACHUELO)” Expte. 1569/2004 
3 Ver denuncia ante la comisión interamericana de derechos humanos por el cierre de la “causa mendoza” 



por la actora pretende lograr que los Estados Nacional y  provinciales de Salta y Jujuy tomen medidas 1 

apropiadas para proteger el medio ambiente de la Cuenca Salinas Grandes, para este fin se solicita la 2 

suspensión de todo acto administrativo que autorice la explotación o exploración de litio y borato en la 3 

Cuenca de  las provincias demandadas, y que se efectúe una línea de base que permita conocer el estado 4 

del recurso hídrico de la cuenca y su proyección, luego la Evaluación de Impacto Ambiental 5 

acumulativa para cada petición de  explotación minera en la superficie de la cuenca, y por último una 6 

gestión ambiental de la Cuenca. 7 

 El presente caso abre una discusión estructural en materia de derecho ambiental y participación y 8 

autodeterminación de los pueblos indígenas, no sólo para las partes directamente afectadas sino para 9 

toda la población debido a la importancia que reviste el ecosistema de la Cuenca y los estándares que 10 

se deben aplicar para su protección. El presente caso sentará un precedente trascendental en el litigio 11 

por estos derechos.  Es por ello que esta Excma. Corte debe convocar a una discusión amplia mediante 12 

audiencia pública y presentaciones en calidad de Amigos del Tribunal.  13 

 El Estado está obligado por numerosos instrumentos internacionales a garantizar la efectividad de los 14 

derechos objeto de la presente acción. El derecho a un medio ambiente limpio, sano y sostenible está 15 

reconocido tanto a nivel internacional por la Asamblea General de las Naciones Unidas (AGNU)4, como 16 

a nivel regional por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH)5. Y más recientemente 17 

la Corte Internacional de Justicia también reconoció este derecho como un derecho autónomo en su 18 

Opinión consultiva sobre las obligaciones de los estados en materia de cambio climático6. 19 

La Resolución 76/300 de la AGNU reconoce el carácter indivisible del derecho a un medio ambiente 20 

sano, limpio y sostenible al afirmar que "los daños al medio ambiente tienen consecuencias negativas, 21 

tanto directas como indirectas, para el goce efectivo de todos los derechos humanos".7 Esto ya fue 22 

 
4 Asamblea General de la ONU, Resolución 76/300, Los derechos humanos a un medio ambiente limpio, sano y 
sostenible, 28 de julio de 2022, UN Doc. A/RES//&/300. 
5 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-23/17, Medio Ambiente y Derechos 
Humanos, 15 de noviembre de 2017, https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_23_esp.pdf . 
6 Disponible en https://www.icj-cij.org/sites/default/files/case-related/187/187-20250723-adv-01-00-en.pdf 
7 Asamblea General de la ONU, Resolución 76/300. 



confirmado anteriormente por la Corte IDH, en su Opinión Consultiva 23/17 de 2017, a través de la 1 

cual determinó el carácter autónomo de este derecho tanto en su dimensión individual como colectiva.8 2 

Recientemente la Corte IDH ha emitido su Opinión Consultiva 32/25 sobre “Emergencia Climática y 3 

Derechos Humanos”9. En la misma, reitera “el derecho al ambiente sano como derecho autónomo 4 

protege los componentes del ambiente, tales como bosques, ríos, mares y otros, como intereses jurídicos 5 

en sí mismos, aún en ausencia de certeza o evidencia sobre el riesgo a las personas individuales. Se 6 

trata de proteger a la naturaleza no solamente por los efectos que su degradación podría causar en 7 

otros derechos de las personas, sino por su interdependencia vital con los demás organismos que hacen 8 

posible la vida en el planeta”10. Y establece el vínculo directo del daño ambiental con las violaciones a 9 

los derechos humanos al establecer que “el derecho a un ambiente sano como derecho autónomo es 10 

distinto al contenido ambiental que surge de la protección de otros derechos, tales como el derecho a 11 

la vida o el derecho a la integridad personal. En tal sentido, este Tribunal ha reiterado que, además de 12 

violar el derecho a gozar de un ambiente sano, los daños ambientales pueden afectar todos los derechos 13 

humanos; y que algunos derechos, precisamente los derechos sustantivos, son más susceptibles a dicha 14 

afectación.”11. Y no solo de las generaciones presentes, sino también de las generaciones futuras. Tal 15 

como lo ha manifestado la Corte IDH en la mencionada opinión consultiva, al sostener que “la Corte 16 

advierte que la protección de los intereses de las generaciones futuras no se restringe al ámbito 17 

ambiental, pues abarca también otros derechos humanos, tales como la alimentación, la cultura y los 18 

derechos de los pueblos indígenas.12 Y establece como obligación de los Estados estos “deben 19 

coadyuvar activamente por medio de políticas ambientales para que las generaciones actuales dejen 20 

condiciones de estabilidad ambiental que permitan a las generaciones futuras similares oportunidades 21 

de desarrollo. Así, este principio se encuentra íntimamente relacionado con los principios de 22 

prevención, precaución y progresividad”13. 23 

 
8 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-23/17. 
9 Disponible en https://corteidh.or.cr/tablas/OC-32-2025/  
10  Corte IDH. OC 32/25. Parr. 273. 
11 Ibid. Parr. 274 
12 Ibid. Nota al pie párr. 308. 
13 Ibid. párr. 308. 



El Estado, como garante de los derechos humanos, tiene el deber de tomar las medidas necesarias para 1 

“prevenir el daño ambiental significativo, dentro o fuera de su territorio”14. Y continúa diciendo que “ 2 

Para cumplir con este propósito, los Estados deben contar con mecanismos robustos e independientes, 3 

sean judiciales, cuasi judiciales o administrativos, para asegurar un monitoreo adecuado de las 4 

actividades sujetas a vigilancia.”  5 

En el presente caso además, se están afectando derechos de las comunidades indígenas. En la sentencia 6 

del caso Lhaka Honhat, la Corte IDH condeno a Argentina por la violación del derecho al medio 7 

ambiente sano y reconoce a los pueblos indigenas como uno de los grupos que sufre mayor afectación 8 

ya que “las comunidades … dependen, económicamente o para su supervivencia, fundamentalmente de 9 

los recursos ambientales”15.  10 

 Esta Excma. Corte debe resolver considerando estos estándares, es por ello que solicitamos se sirva 11 

incluir la causa de autos de referencia en el listado de causas aptas de presentarse Amigos del Tribunal 12 

y convoque a los interesados en participar,  de considerarlo, se convoque a una audiencia pública, en 13 

los términos de la Acordada 30/2007, a fin de poder ampliar el contenido de la presente solicitud. 14 

IV. PETITORIO: Por todo lo expuesto, solicitamos a V.E. que, con posterioridad al dictamen de la 15 

Procuración General de la Na-ción (art. 5 Acordada 7/13) incluya la causa caratulada “COMUNIDAD 16 

ABORIGEN DE SANTUARIO DE TRES POZOS Y OTRAS Y OTROS C/ JUJUY, PROVINCIA DE 17 

Y OTROS Y OTRO S/AMPARO AMBIENTAL”, expediente 002637/2019-00 entre las causas 18 

habilitadas para la presentación de amigos del tribunal con celebración de Audiencia Pública y 19 

convoque a los interesados en participar. 20 

                                                                                    21 

Diego Morales                                                                                        Maria Jose Venancio 22 

Director del Área de Litigio y Defensa Legal 23 

 
14 Ibid. Párr.. 277.  
15 Corte IDH. “Comunidades indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. 
Argentina”. Parr. 209. 
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